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"Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos (...)". Art. 1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
"Tots els éssers humans naixen lliures i iguals en dignitat i drets (...)". Art. 1 de la Declaració Universal dels Drets Humans 

Queja 2602685 

Materia Empleo 

Asunto Empleo Público. Falta de respuesta recurso administrativo 

 
 

RESOLUCIÓN DE CONSIDERACIONES A LA ADMINISTRACIÓN 
 
 
1 Tramitación de la queja 

El 27/05/2026 registramos un escrito que identificamos con el número de queja 2602685. La 
persona interesada presentaba una queja por falta de respuesta al recurso de reposición interpuesto 
contra acuerdo de modificación de la relación de puestos de trabajo del Ayuntamiento de Castellón 
adoptado por la junta de Gobierno Local en sesión celebrada el 01/04/2026. 
 
Por ello, el 29/05/2026 solicitamos al Ayuntamiento de Castellón que, en el plazo de un mes, nos 
enviara un informe sobre este asunto. 
 
Transcurrido el plazo de un mes, no se ha recibido el informe requerido al Ayuntamiento de Castellón 
ni consta que este haya solicitado la ampliación del plazo para emitirlo, por lo que esta institución 
no ha podido contrastar los hechos denunciados por el autor de la queja, de manera que resulta 
forzoso partir de la veracidad de los mismos y de la pasividad municipal a la hora de analizar la 
reclamación de la persona interesada. 
 
2 Conclusiones de la investigación 

La actuación administrativa investigada se concreta en la falta de respuesta al escrito de 01/04/2026 
por el que interpone recurso de reposición contra la aprobación de la relación de puestos de trabajo 
del Ayuntamiento de Castellón y solicita el acceso integro al expediente. 
 
La no recepción del informe del Ayuntamiento no nos permite conocer si existe algún motivo para 
no resolver el recurso de reposición interpuesto por el interesado ni las razones por las que no se 
da acceso al expediente de modificación de la Relación de Puestos Trabajo. 
 
Esta institución carece de competencias para analizar los fundamentos del recurso de reposición 
interpuesto, cuestión que pertenece al ámbito de la legalidad ordinaria. La actuación de esta 
defensoría debe ceñirse al examen de las posibles vulneraciones de los derechos y las libertades 
reconocidos en el título I de la Constitución española, en el título II del Estatuto de Autonomía, así 
como por las normas de desarrollo correspondiente, y los instrumentos internacionales de 
protección de los derechos humanos y en la Carta de Derechos Sociales de la Comunitat 
Valenciana, que son los derechos que el Síndic de Greuges está llamado a defender conforme le 
ordena el artículo 1.2 de la Ley 2/2021, de 26 de marzo, del Síndic de Greuges de la Comunitat 
Valenciana, por lo que nuestra actuación se va a limitar a la falta de respuesta a la solicitud de 
la persona interesada y el derecho de acceso a la información pública. 
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Tras el análisis de la situación planteada, concluimos que se han vulnerado los derechos de la 
persona titular. En concreto: 
 
- Se ha incumplido el deber legal de iniciar, tramitar y resolver en plazo el procedimiento 
administrativo tendente a dar respuesta a la solicitud formulada por la persona titular (artículo 21 de 
la LPACAP). Con ello, se ha incumplido el deber de dar respuesta completa, congruente, motivada 
y con indicación de los recursos que procedan, a las solicitudes y reclamaciones presentadas por 
los ciudadanos. 
 
- Se ha incumplido el deber legal de acceso a la información en los términos de la ley 19/2013, de 
9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y Ley 1/2022, de 
13 de abril, de la Generalitat, de Transparencia y Buen Gobierno. 
 
-Se ha incumplido el deber de buena administración (artículo 9 del Estatuto de Autonomía de la 
Comunitat Valenciana y artículo 41 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea) en base al cual los ciudadanos ostentan el derecho a que sus asuntos sean tratados por 
las Administraciones dentro de un plazo razonable. 
 
Por tanto, son dos las cuestiones que debemos tratar, 
 
Por un lado, la falta de respuesta, la persona titular de la queja presentó su reclamación ante el 
Ayuntamiento exponiendo los hechos y motivos de su reclamación sin obtener una respuesta 
completa, motivada, congruente y dentro de plazo razonable. 
 
El artículo 21 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPACAP) establece la obligación de la administración de dictar 
resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación, todo ello en el plazo máximo que establezca una norma con rango de ley y cuando esto 
no se produzca en el plazo máximo de tres meses. 
 
Junto a él, el artículo 29 de la LPACAP establece de forma expresa la sujeción de la actividad 
administrativa a los plazos y términos normativamente previstos, obligación que recae tanto sobre 
las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas como también sobre los 
interesados en los procedimientos administrativos. 
 
Además, el artículo 88 apartado 5 del citado texto legal recoge que en ningún caso la Administración 
podrá abstenerse de resolver so pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de los preceptos 
legales aplicables al caso. 
 
El artículo 124. 2 de la ley 39/2015 establece que el plazo máximo para dictar y notificar la resolución 
del recurso de reposición será de un mes. 
 
El Tribunal Supremo en sentencia número 1421/2020 de 28/05/2020 en relación con la obligación 
de las Administraciones Públicas de resolver se pronunció en los siguientes términos: 
 
” Como muchas veces ha reiterado este Tribunal Supremo, el deber jurídico de resolver las 
solicitudes, reclamaciones o recursos no es una invitación de la ley a la cortesía de los órganos 
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administrativos, sino un estricto y riguroso deber legal que obliga a todos los poderes públicos, por 
exigencia constitucional (arts.9.1; 9.3; 103.1 y 106 CE), cuya inobservancia arrastra también el 
quebrantamiento del principio de buena administración, que no sólo juega en el terreno de los actos 
discrecionales ni en el de la transparencia, sino que, como presupuesto basal, exige que la 
Administración cumpla sus deberes y mandatos legales estrictos y no se ampare en su infracción - 
como aquí ha sucedido- para causar un innecesario perjuicio al interesado” 
 
Por otro lado, el acceso a la información pública, hay que indicar que el artículo 20.1 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, 
establece el plazo de un mes para resolver las solicitudes de información presentadas por los 
ciudadanos y el artículo 34.1 de la Ley 1/2022, de 13 de abril, de transparencia y buen gobierno de 
la Comunitat Valenciana, modificado por la ley 5/2025, de 30 de mayo, de medidas fiscales, de 
gestión administrativa y financiera, y de organización de la Generalitat establece que se resolverán 
a la mayor brevedad posible y, en todo caso, en el plazo máximo de un mes. 
 
En todo caso, estamos ante una información que obra en poder de la Administración y que debe 
ser facilitada a toda persona que lo solicite en aplicación de las previsiones de la normativa sobre 
transparencia. En este punto, el artículo 13 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno señala que se entiende por información pública los 
contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno 
de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o 
adquiridos en el ejercicio de sus funciones. 
 
La persona titular de la queja ostenta la condición de delegado sindical de una sección sindical del 
Ayuntamiento de Castellón. 
 
El artículo 40.1 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, al 
establecer las funciones de las Juntas de Personal y los delegados de Personal, relaciona aquellas 
relativas a recibir información sobre la evolución de las retribuciones, sobre traslado de instalaciones 
y revisión de sistemas de organización y métodos de trabajo, sobre las sanciones muy graves que 
se hayan impuesto, sobre la jornada laboral y horario de trabajo, vigilar el cumplimiento de las 
condiciones de trabajo y prevención de riesgos laborales y colaborar con la Administración para el 
cumplimiento de la productividad. 
 
Este artículo junto al artículo 10.3 de la ley orgánica 11/1985, de 2 de agosto de Libertad sindical 
atribuyen derechos de información a los representantes sindicales de los empleados públicos que 
resultan esenciales para el ejercicio de su labor de control y la defensa de los intereses de los 
trabajadores. 
 
La sentencia 1338/2020, de 15 de octubre de 2020 de la sala tercera del Tribunal Supremo 
establece como doctrina jurisprudencial que: 
 
En respuesta a las cuestiones que presentan interés casacional objetivo, debe afirmarse que las 
previsiones contenidas en la Ley 19/2013, de Transparencia y Buen Gobierno, por lo que respecta 
al régimen jurídico previsto para al acceso a la información pública, sus límites y el procedimiento 
que ha de seguirse tan solo quedan desplazadas, actuando en este caso como supletoria, cuando 
otra norma legal haya dispuesto un régimen jurídico propio y especifico de acceso a la información 
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en un ámbito determinado, tal y como establece la Disposición adicional primera apartado segundo 
de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. 
Ello exige que otra norma de rango legal incluya un régimen propio y específico que permita 
entender que nos encontramos ante una regulación alternativa por las especialidades que existen 
en un ámbito o materia determinada, creando una regulación autónoma respecto de los sujetos 
legitimados y/o el contenido y límites de la información que puede proporcionarse. 
 
El art. 40.1 del Real Decreto legislativo 5/2015 de 30 de octubre, por el que se regula el Estatuto 
Básico del Empleado Público, no contiene un régimen específico y alternativo que desplace el 
régimen general de acceso a la información contenido en la Ley 19/2013, ni limita o condiciona el 
acceso a la información que las Juntas de Personal pueden tener en relación con aquellas materias 
relativas los empleados que representan y la información que les atañe. [..] 
 
Además, la resolución 1508/2023 de 19 de julio de 2023 del Consejo Valenciano de transparencia 
recoge, reiterando criterio de resoluciones anteriores, que: 
 
“el derecho general de acceso a la información pública que la Ley de Transparencia contempla para 
cualquier ciudadano o ciudadana se ve reforzado en este caso por el carácter de representante 
sindical de quién solicita la información. Ahora bien, este refuerzo no implica que no se aplique a 
este caso la normativa general que regula el procedimiento de acceso a la información prevista en 
la Ley estatal 19/2013, y en la Ley 2/2015 valenciana” 
 
El artículo 9 del Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana reconoce a las personas 
interesadas el derecho a que las Administraciones Públicas traten los asuntos que les afectan en 
un plazo razonable, en el marco del derecho a una buena administración. Este derecho a la buena 
administración aparece también plasmado en el artículo 41 de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea. 
 
La buena administración constituye uno de los principios rectores de la actuación administrativa y 
debe estar presente de forma trasversal en todos los ámbitos y sectores de actividad, sin que quede 
limitado al ámbito de las decisiones regladas. Constituye, además, un derecho de los ciudadanos 
que ha de poder ejercitarse de forma real y efectiva, y como tal derecho, puede y debe ser 
reclamado de los poderes públicos competentes y es merecedor de protección. También la buena 
administración supone un correlativo deber para las Administraciones cuando actúan a través de 
sus representantes y empleados públicos, a los que cabe exigir responsabilidad por la tramitación 
y despacho de los asuntos cuya gestión tienen encomendada (artículos 20 y 21 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 
LPACAP). 
 
El Ayuntamiento de Castellón no ha cumplido con lo dispuesto en el artículo 37 de la ley 2/2021, de 
26 de marzo, del Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana que recoge que “Todos los sujetos 
cuyas actuaciones o inactividades puedan ser, de conformidad con las previsiones de esta ley, 
objeto de investigación por parte del Síndic de Greuges, deberán facilitar el acceso a los 
expedientes, los datos, los informes y cuanta documentación les sea solicitada, entregando incluso 
copia de esa documentación si les fuera requerida para el esclarecimiento de los hechos sobre los 
que se esté indagando en el marco de un procedimiento determinado, con las únicas limitaciones 
que establezca la ley. 

mailto:consultas@elsindic.com
http://www.elsindic.com


CSV CE89ALFBZBSXAZ21 
Validar en URL https://seu.elsindic.com 
Este documento ha sido firmado electrónicamente el 09/07/2026  
 

 
 

    C/ Pascual Blasco, 1, 03001 - Alicante/Alacant | 900 210 970 - 965 937 500 
consultas@elsindic.com | www.elsindic.com 5 
 

 
3 Consideraciones a la Administración 

Por todo ello, formulamos las siguientes consideraciones: 
 
AL AYUNTAMIENTO DE CASTELLÓN: 
 

1. RECORDAMOS EL DEBER LEGAL de colaborar con el Síndic de Greuges, facilitando la 
información solicitada y contestando a las recomendaciones, sugerencias o recordatorios de 
deberes legales efectuados. 

2. RECORDAMOS EL DEBER LEGAL de contestar en el plazo legalmente establecido, 
expresa y motivadamente, los escritos que los interesados presenten ante esa 
administración pública, de acuerdo con lo prevenido en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y la 
legislación concordante, en el marco del derecho a una buena administración. 

3. RECOMENDAMOS que ponga a disposición de la persona titular de la queja la información 
solicitada en los términos de la normativa de transparencia (Ley 19/2013, de 9 de diciembre 
de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y Ley 1/2022, de 13 de 
abril, de la Generalitat, de Transparencia y Buen Gobierno de la Comunitat Valenciana). 

Según la ley que regula esta institución, las Administraciones a las que van dirigidas nuestras 
consideraciones están obligadas a enviarnos, en el plazo máximo de un mes, un informe donde 
manifiesten si aceptan estas consideraciones. Si las aceptan, deberán indicar las medidas que van 
a adoptar para cumplirlas. Si no las aceptan, deberán justificar su respuesta. 
 
Finalmente, esta Resolución se notificará a todas las partes y se publicará en 
www.elsindic.com/actuaciones. 
 

 
Ángel Luna González 

Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana 
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